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Presentación

Este texto está escrito como la memoria 
de un proceso que conjuga la acción y la 
reflexión, y solo puede nacer en las con-
diciones que brinda el entramado de una 
red como la Red Nacional de Acueductos 
Comunitarios de Colombia. Una red que 
ha comprendido que hay que juntarse al-
rededor de lo que nos junta y no de lo que 
nos separa. Dicho en palabras de la soció-
loga mexicana Raquel Gutiérrez, aprendi-
mos a juntarnos alrededor de lo común y 
no de las síntesis ideológicas. 

Es una juntanza para la lucha por el reco-
nocimiento y la defensa de la Gestión Co-
munitaria del Agua. Esa es la materialidad 
que nos une. Y hemos logrado un actuar 
y un pensar autogestionado, como diría 
Gramsci, en continua reelaboración por 
parte de los individuos. Un encuentro sin 
igual es la Red Nacional como lugar de 
convergencia de las organizaciones co-
munitarias a su vez articuladas territorial-
mente en el ámbito municipal y regional.
Aprender a trabajar por consenso, me-
todología que lleva a no tener que votar, 
a tener que ponerse de acuerdo, es un 
aprendizaje de la democracia vivida como 
manera de ser y hacer, como una ética de 
la relación dinámica en la diferencia y la di-
versidad. Una democracia raizal en cons-
trucción, que delibera y decide. 

Esta manera de ser y hacer en democracia 
implica que nadie queda en minoría pues 
cada persona representa procesos y or-
ganizaciones singulares y con valor por sí 
mismas que no es un asunto de cuántos 
son, es un asunto esencial: quiénes somos, 
en tanto nuestro proceso hidro territorial, 
en tanto nuestra dinámica y lugar, valores 
y principios en defensa del agua, la vida y 
el territorio, nuestro vínculo asociativo 

comunal y solidario. El acuerdo sobre lo 
concreto y fundamental se hace día a día, 
momento a momento, conversando de 
manera democrática, que la democracia 
es conversación versada, informada, ilus-
trada. Una convergencia también porque 
logra una juntanza que hace minga de 
conocimiento entre las personas de las 
organizaciones comunitarias, las organi-
zaciones ambientalistas de iniciativa civil y 
las instituciones académicas comprometi-
das todas con la Gestión Comunitaria del 
Agua y la axiología de nuestra Red.

En esta segunda ocasión, “Caminos en de-
fensa de la Gestión Comunitaria del Agua” 
se dedica a narrar el proceso vivido en la 
construcción y actualización del proyecto 
de ley para acueductos comunitarios y en 
hacer balance de la Mesa de Interlocución 
con el Viceministerio de Agua y Sanea-
miento Básico, como continuidad de lo na-
rrado en la primera edición en 2020. 

Esta historia que se escribe de manera 
colectiva, como bien lo expresa el primer 
ensayo, Escenarios de construcción de 
ley propia para la gestión comunitaria del 
agua, avances y retrocesos en el recono-
cimiento jurídico, político y ambiental de 
los gestores comunitarios del agua, mate-
rializa una línea de litigio estratégico que 
emula otras experiencias en este sentido, 
y que fue acordada como línea de actua-
ción clara y específica en 2016 en el VI En-
cuentro Nacional de Acueductos Comuni-
tarios, realizado en Medellín.

La segunda parte está dedicada a relatar y 
realizar un balance de la Mesa de Gestión 
Comunitaria del Agua con el Viceministe-
rio de Agua Potable y Saneamiento, su tra-
bajo, sus logros y dificultades. Cinco 
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años de trabajo, de encuentros y desen-
cuentros, de álgidos debates y de trabajo 
colaborativo. Un proceso, un espacio que 
se mantiene y se proyecta. También re-
visamos otros espacios de interlocución 
e incidencia que se han creado con otras 
entidades esenciales del sector, como son 
la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, la Comisión de Regulación 
de Agua Potable y la Dirección Nacional 
de Impuestos y Aduanas.

La Red Nacional de Acueductos Comu-
nitarios de Colombia, tiene la certeza de 
que, en lo público, lo colectivo, reside la 
posibilidad de construir una sociedad ba-
sada en la solidaridad, pacífica, democrá-
tica y reconciliada con la naturaleza. La 
iniciativa legislativa para La Gestión Co-
munitaria del Agua, la participación en la 
Mesa y la insistencia en su consolidación 
e institucionalización, y la participación en 
otras instancias de interlocución, parten 
de esta convicción profunda: defendemos 
el agua en manos públicas y comunitarias, 
defendemos el agua como bien común y 
derecho humano fundamental, defende-
mos la gestión comunitaria y pública del 
agua, por eso estos escenarios son tan im-
portantes. 

Esta confluencia entre la dirigencia comu-
nitaria, las organizaciones ambientalistas 
comprometidas con la gestión comunita-
ria del agua, las instituciones académicas 
y el gobierno nacional, es el escenario 
propicio y estratégico para contribuir a la 
construcción de una democracia del agua.

Javier Márquez Valderrama
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ESCENARIOS DE CONSTRUCCIÓN DE 
LEY PROPIA PARA LA GESTIÓN COMU-
NITARIA DEL AGUA, AVANCES Y RE-
TROCESOS EN EL RECONOCIMIENTO 
JURÍDICO, POLÍTICO Y AMBIENTAL DE 
LOS GESTORES COMUNITARIOS DEL 
AGUA

Asociación Sostenibilidad, Equidad y De-
rechos Ambientales -ENDA Colombia-

Andreiev Pinzón Franco

Luisa Fernanda Sánchez Casallas	

Luis Fernando Sánchez Supelano



12

Introducción

La Gestión Comunitaria del Agua ha sido 
una práctica fundamental para garantizar 
el acceso al agua en Colombia, particu-
larmente en zonas rurales y periurbanas 
donde los sistemas estatales o privados 
han demostrado ser insuficientes para 
cubrir las necesidades de la población. 
Este modelo se caracteriza por la orga-
nización autónoma de las comunidades 
para administrar, distribuir y proteger el 
agua, lo cual ha sido esencial para asegu-
rar el suministro a millones de personas. 
Sin embargo, a pesar de su importancia, la 
gestión comunitaria enfrenta tres grandes 
obstáculos que limitan su funcionamiento 
y sostenibilidad a largo plazo.

En primer lugar, existe una notable ausen-
cia del reconocimiento legal y formal de 
la gestión comunitaria como una forma 
legítima de abastecimiento de agua. Las 
normativas vigentes, como la Ley 142 de 
1994, no contemplan las particularidades 
de este tipo de gestión, y en su lugar im-
ponen regulaciones diseñadas para pres-
tadores empresariales, bajo la jurisdicción 
de entidades como la Comisión de Regu-
lación de Agua Potable y Saneamiento Bá-
sico (CRA) y la Superintendencia de Servi-
cios Públicos Domiciliarios (SSPD). 

Estas entidades enfocan su rol en la vigi-
lancia de un mercado competitivo, des-
estimando las diferencias fundamentales 
entre la gestión comunitaria y los mode-
los empresariales. Como resultado, los 
gestores comunitarios se ven sometidos 
a reglas que no están adaptadas a sus ca-
pacidades ni a la realidad de su labor, lo 
que obstaculiza el cumplimiento efectivo 
del derecho humano al agua y desconoce 
la relación intrínseca entre las comunida-
des y los ecosistemas de los que dependen 

para garantizar el acceso al agua para con-
sumo humano o para actividades ligadas a 
las economías familiares rurales.

En segundo lugar, los acueductos comuni-
tarios no son reconocidos como espacios 
de construcción democrática. La gestión 
comunitaria implica un modelo deliberati-
vo y participativo en el que los miembros 
de la comunidad, además de beneficiarios, 
son también asociados y gestores activos 
que toman decisiones en asambleas sobre 
el funcionamiento y la protección de las 
fuentes hídricas. 

Sin embargo, este aspecto se ve minimiza-
do o desnaturalizado cuando las normas 
exigen que los comités y juntas directivas 
operen bajo lógicas empresariales, enfo-
cadas en la eficiencia económica y la maxi-
mización de beneficios. El enfoque comer-
cial de la normativa actual, basado en la 
relación cliente-empresa, es incompatible 
con el espíritu participativo y solidario de 
la gestión comunitaria, donde los asocia-
dos gestionan el servicio y deciden sobre 
su funcionamiento de manera colectiva.

El tercer obstáculo es la invisibilización 
de los acueductos comunitarios como 
actores clave en la regulación de las rela-
ciones ambientales. Las comunidades que 
gestionan acueductos no solo se encar-
gan de distribuir agua, sino que también 
juegan un papel crucial en la protección 
y conservación de las fuentes hídricas, lo 
que garantiza el acceso sostenible al agua. 
Sin embargo, esta función ambiental no 
ha sido adecuadamente reconocida por el 
Estado, que omite el valor de los conoci-
mientos locales y las prácticas de manejo 
ambiental comunitario en la formulación 
de políticas públicas. 

Las comunidades desarrollan mecanismos 
propios de regulación y protección del 
agua, que están profundamente ligados 
a su relación histórica y cotidiana con los 
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ecosistemas, pero estas prácticas son fre-
cuentemente ignoradas por las instancias 
estatales, lo que debilita su capacidad para 
continuar gestionando y preservando las 
fuentes hídricas de manera efectiva.

La conjunción de estas tres formas de 
desconocimiento —legal, democrático y 
ambiental— refleja un patrón de negación 
del valor de los patrimonios comunitarios, 
tanto sociales como ambientales, que las 
comunidades han construido a lo largo 
del tiempo. Estos patrimonios, formados 
por el conocimiento y la experiencia en el 
manejo del agua y del territorio, han re-
sistido a pesar de las presiones externas, 
incluyendo las relacionadas con modelos 
extractivistas que deterioran el ambiente. 
A nivel nacional, aunque existe una regu-
lación general sobre la gestión del agua, 
esta solo reconoce la gestión comunitaria 
desde la categoría de “particulares”, invisi-
bilizando su naturaleza única y limitando 
su capacidad de acción.

Estas limitaciones generan consecuencias 
negativas: cargas tributarias y adminis-
trativas desproporcionadas para los ges-
tores comunitarios, barreras instituciona-
les que impiden un conveniente acceso al 
apoyo estatal, conflictos locales derivados 
de la falta de reconocimiento de acuerdos 
comunitarios, y respuestas inadecuadas 
a la crisis ambiental que enfrentan los te-
rritorios. Además, las autoridades locales, 
como alcaldías y gobernaciones, no cuen-
tan con los recursos ni los mecanismos 
adecuados para responder a las necesida-
des de estas comunidades.

En respuesta a esta situación, la Red Na-
cional de Acueductos Comunitarios de 
Colombia, junto con otras organizacio-
nes sociales y ambientales, ha liderado 
un proceso de construcción colectiva de 
la denominada “Ley propia” para los acue-
ductos comunitarios. Esta ley tiene como 
objetivo reconocer y fortalecer la gestión 

comunitaria del agua, garantizando un 
tratamiento normativo diferenciado que 
refleje sus características, necesidades y 
contribuciones específicas. El proceso de 
construcción de esta ley ha sido profun-
damente amplio y pedagógico, y también 
ha implicado diálogos de saberes entre co-
munidades, académicos, gestores comuni-
tarios y actores estatales. Además, repre-
senta no solo una propuesta legislativa, 
sino también un esfuerzo colectivo por la 
defensa del agua como bien común y por 
la reivindicación de los derechos humanos 
y ambientales.

El presente documento tiene como objeti-
vo analizar los avances y desafíos en el re-
conocimiento de la Gestión Comunitaria 
del Agua en Colombia, pero también des-
taca los procesos organizativos, las accio-
nes de incidencia y los logros alcanzados 
en el marco de la construcción de la “Ley 
propia”. Así mismo, se examinan los obstá-
culos que persisten y que han ralentizado 
el avance de este proceso, así como las 
lecciones aprendidas en la búsqueda de 
un reconocimiento normativo adecuado 
para los acueductos comunitarios, espe-
cialmente en el contexto de los recientes 
avances reflejados en el Plan Nacional de 
Desarrollo (PND - Ley 2294 de 2023).

Estructuralmente, el texto se organiza en 
cuatro secciones. En la primera, se resal-
ta el rol de las personas, comunidades y 
organizaciones gestoras comunitarias del 
agua, desde su legitimidad como sujeto 
político histórico y ambiental, que ha ejer-
cido un rol a modo de garante y abastece-
dor de agua en zonas rurales y en algunas 
zonas urbanas con presencia de poblacio-
nes en condición de vulnerabilidad. 

En la segunda, se reconstruyen los even-
tos relacionados con la propuesta de 
construcción de la “Ley propia” para el 
reconocimiento de la gestión comunitaria 
del agua. En la tercera, se destacan algu-



14

nos avances en el reconocimiento de este 
modelo de gestión. Finalmente, en la cuar-
ta, se presentan conclusiones sobre las 
perspectivas futuras del proceso.

Gestores comunitarios del 
agua como sujeto político: 
una realidad histórica, 
ambiental y social

La Gestión Comunitaria del Agua es un 
concepto que ha cobrado relevancia en 
los últimos tiempos, aunque describe una 
práctica ancestral, ya que el acceso al agua 
ha sido un pilar en la organización de las 
sociedades humanas. Este concepto se 
entiende de manera integral y sistémica, 
abarcando diversas relaciones y decisio-
nes en torno al agua. 

A modo de ejemplo, incluye: a) las relacio-
nes de cuidado, protección y uso de los 
ecosistemas hídricos, b) las acciones co-
lectivas para acceder, distribuir y manejar 
el agua y las aguas residuales, y c) los pro-
cesos colectivos de toma de decisiones y 
resolución de conflictos, generalmente a 
través de asambleas deliberativas sobre 
los bienes esenciales comunes.

Estas acciones y relaciones no se constru-
yen de manera arbitraria; parten de tres 
elementos clave: primero, son realizadas 
por personas que habitan y tienen una re-
lación directa con el territorio; segundo, 
las decisiones se toman de manera deli-
berativa y multidimensional, valorando el 
agua más allá de su aspecto mercantil; y 
tercero, se alejan de las dinámicas empre-
sariales basadas en la relación cliente-em-
presa y en la eficiencia económica. 

En su lugar, promueven el trabajo solida-
rio y colectivo, donde no hay separación 
entre lo individual y lo colectivo, ya que los 
beneficiarios también son gestores. La re-
lación no se reduce al pago de tarifas, sino 
que incluye trabajo voluntario, contribu-
ciones en especie y acciones comunitarias 
para obtener recursos.

La Gestión Comunitaria 
del Agua debe entenderse 
como un conjunto de 
prácticas sociales que 
se expresan de manera 
articulada en diferentes 
contextos de poder y 
territorios. No existe una 
única fórmula para lo 
“comunitario”, sino diversas 
formas de relacionarse 
con el agua, el territorio y 
el ambiente. La diversidad 
es uno de sus rasgos 
principales.

Este modelo es un proceso social dinámi-
co que se transforma, fortalece o debilita 
según los contextos sociales, políticos, 
culturales y ambientales. En conclusión, la 
gestión comunitaria del agua es una for-
ma de organización basada en principios 
democráticos, solidarios y colectivos, que 
surge de la relación directa con el territo-
rio. 
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Los resultados de los gestores comunita-
rios en cuanto a sostenibilidad ambiental 
y satisfacción de necesidades básicas de-
penden tanto de factores internos, como 
la cohesión del proceso, como de factores 
externos, como el apoyo institucional y las 
alianzas con otros sectores.

Los gestores comunitarios son agentes 
colectivos que lideran acciones desde la 
gestión comunitaria, la incidencia ante 
el Estado y la participación en asuntos 
públicos. Organizan jornadas de trabajo 
colectivo, como mingas y convites, que in-
cluyen tanto tareas físicas como trabajos 
técnicos especializados, todo con el obje-
tivo de garantizar el acceso al agua. Estos 
agentes se basan en saberes comunitarios 
y procesos democráticos donde cada fa-
milia tiene un rol según sus capacidades, 
con responsabilidades diferenciadas por 
género y edad. 

Su labor incluye la construcción, man-
tenimiento y adecuación de acueductos 
comunitarios, gestionando recursos en 
un contexto de precariedad. Cuando no 
se logra apoyo institucional, las comuni-
dades asumen los costos y el trabajo. El 
trabajo no remunerado es clave: desde 
cavar zanjas hasta preparar alimentos en 
las jornadas, con aportes en especie, como 
excedentes agrícolas.

En las economías campesinas e indígenas, 
los gestores están profundamente ligados 
a la tierra, combinando usos de agua para 
consumo humano y agrícola. En zonas ur-
banas, aunque hay riesgos de desarraigo, 
los gestores mantienen una acción inter-
generacional, buscando una vida digna 
en comunidades vulnerables. Además, 
enfrentan los retos de la autogestión, re-
solviendo conflictos sobre el uso del agua 
y gestionando tanto aspectos técnicos 
como la convivencia y el respeto al agua y 
al territorio.

El proceso de construcción 
colectiva alrededor de 
la Gestión Comunitaria 
del Agua: Muchas manos, 
el trabajo en red y los 
caminos de la incidencia 

​​La Red Nacional de Acueductos Comuni-
tarios de Colombia, con casi dos décadas 
de historia en la defensa de la gestión 
comunitaria del agua, ha liderado, des-
de hace al menos 13 años, el proceso de 
construcción de la denominada “Ley pro-
pia” para los acueductos comunitarios. 
Este proyecto de ley busca establecer un 
marco normativo que consolide un proce-
so de reflexión colectiva sobre la relación 
con el ambiente, los territorios y, parti-
cularmente, con el agua como sustancia 
esencial para la vida.

Este camino ha estado marcado por múlti-
ples movilizaciones y encuentros en todo 
el país. Los antecedentes más recientes 
se encuentran en dos escenarios clave 
que sentaron las bases para la articula-
ción de la Red Nacional y la defensa de la 
Gestión Comunitaria del Agua. El primero 
fue la oposición a la Ley 142 de 1994, la 
cual permitió la participación privada en 
los servicios públicos, abriendo la puer-
ta a diversas formas de privatización. El 
segundo fue la “Campaña por el agua, un 
bien público”, que culminó en el Referen-
do por el Agua en 2006. Esta movilización 
ciudadana buscaba consagrar el agua 
como un derecho humano fundamental, 
rechazando su tratamiento como mercan-
cía. Ambos procesos se entrelazaron con 
dinámicas más amplias del movimiento so-
cial a nivel mundial, que promovían un mo-
delo de desarrollo basado en los derechos 
humanos, la participación democrática, la 
sostenibilidad ambiental y el respeto por 
los bienes o esenciales comunes. 
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En el marco de la realización de la cam-
paña “El agua, un bien público” se realizó 
el Primer Encuentro Nacional de Acue-
ductos Comunitarios en 2006, impulsado 
por la Corporación Ecofondo. Se motivó 
la continuidad en los encuentros y foros 
territoriales que se realizaron en distintas 
regiones de Colombia y habrá que inven-
tariar e investigar, pues de 2006 a 2009 
un actor inusitado que irrumpe y asume 
el Referendo por el Agua como suyo pro-
pio, fueron los acueductos comunitarios, 
podríamos afirmar que el referendo con-
tribuyó a encender la chispa que permitió 
generar un movimiento por la Gestión Co-
munitaria del Agua en Colombia.

Luego, en 2010, en Buga, se realiza un 
encuentro en la sede del Instituto Mayor 
Campesino en el que se debatió la urgen-
cia de la articulación y se presentaron en 
debate abierto dos caminos: un camino de 
articulación en red y un camino que impli-
caba una organización tradicional, verti-
cal. Allí se decide comenzar a impulsar el 
proceso de construcción de la Red y en al-
gunas regiones inicia la creación de proce-
sos regionales que fueron dando vida a los 
hoy existentes o que permitieron recono-
cer y articularse con otros que ya venían 
trabajando asociativamente.

Se instaló entonces una dinámica organi-
zativa y siguieron los encuentros naciona-
les de Cartagena (2011), Pasto (2012), Vi-
llavicencio (2015), Medellín (2016) e Iza 
(2018). Cada encuentro reunió en prome-
dio a 250 delegados de diversas regiones 
del país. En el encuentro de Cartagena se 
dio el mandato para avanzar y consolidar 
una “Ley propia” para la gestión comuni-
taria del agua. Esta propuesta inicial nació 
como una reflexión colectiva, constituyén-
dose más que en un cuerpo normativo, en 
una proclama por el reconocimiento del 
derecho de la autogestión, recogiendo y 
revindicando el lema del referendo “agua 
bien común, no mercancía”.

Tres audiencias públicas (2015, 2016 y 
2017) en el Congreso de la República 
muestran también el camino de acción 
política incidente de la Red, cada una de 
ellas con propósitos definidos y mostran-
do con la voz de las vocerías de las regio-
nes diversas de Colombia la existencia 
de un modelo de Gestión Comunitaria 
del Agua no reconocido y que en su ac-
tuación lo que encuentra son obstáculos 
normativos y escollos institucionales. Las 
audiencias muestran un intenso proceso 
de construcción de la narrativa propia, de 
deliberación y se vuelven otro escenario 
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de construcción participativa de la “Ley 
propia”. En la tercera audiencia pública, 
realizada en mayo de 2017, se presentó el 
proyecto de ley. Esta primera versión del 
proyecto buscaba consagrar el derecho 
a la autogestión comunitaria del agua en 
Colombia.

En el 2018, la Red decidió buscar llegar al 
Congreso vía iniciativa popular legislativa, 
por recolección de firmas. Sin embargo, 
no logró la cantidad necesaria. Durante 
el 2022, la Red Nacional acordó revisar y 
actualizar la propuesta, y preparar un se-
gundo proyecto legislativo. Los primeros 
avances fueron revisados durante el VIII 
Encuentro Nacional en Páramo, Santan-
der. Luego, se instaló una dinámica de dis-
cusión y retroalimentación permanente 
al interior de la Red Nacional a través de 
grupos focales, formularios y reuniones 
del Comité de Enlace.

Este primer escenario tenía como objeti-
vo desglosar el contenido de cada artículo 
que compone el proyecto para que pudie-
ra ser debatido y se pudieran consensuar 
los contenidos que serían presentados al 
Congreso de la República. 

Si bien se llevaron a cabo amplios debates 
sobre temas sensibles para la gestión co-
munitaria, como son la vigilancia y control, 
el registro, la relación con el Estado e in-
cluso la propia definición de los gestores 
y la Gestión Comunitaria del Agua en su 
diversidad, se lograron alcanzar acuerdos 
en torno a un objetivo común: el reconoci-
miento legal y el tratamiento diferenciado 
respecto de las empresas prestadoras de 
servicios públicos domiciliarios. También 
se contó con la lectura cualificada y rigu-
rosa de expertos y expertas en los temas 
del sector de distintas universidades.
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Sobre este objetivo común se incluyeron a 
su vez líneas claves como lo son: 

a) superar la omisión legislativa existen-
te, creando un marco regulatorio espe-
cífico para las comunidades organizadas 
que prestan servicios públicos; b) sope-
sar las dificultades para asegurar la via-
bilidad de esquemas de financiación des-
tinados a fortalecer las organizaciones o 
juntas que gestionan el agua; c) la inclu-
sión de normas ambientales y sanitarias 
adecuadas a las formas de vida popular 
y rural; d) reducir las excesivas cargas 
administrativas y de reporte de informa-
ción para los prestadores de servicios en 
zonas rurales y de periferia urbana por 
ausencia de un trato diferencial; e) la ne-
cesidad de reforzar las competencias de 
las entidades territoriales (municipios y 
departamentos); f) la reestructuración 
del esquema de seguimiento y control 
adelantado por varias instituciones, en-
tre ellas la SSPD, la CRA y las entidades 
territoriales, para que tengan un enfo-
que de fortalecimiento.

Un acuerdo fundamental del proyecto 
fue la definición de Gestión Comunitaria 
del Agua, incluyendo el componente de la 
prestación comunitaria del servicio públi-
co del agua, dándole viabilidad constitu-
cional y legal a la propuesta:

Gestión Comunitaria del Agua: mo-
delo especial para la gestión del agua a 
través del cual se desarrollan un con-
junto de acciones por parte de comu-
nidades gestoras del agua, de manera 
autónoma, solidaria y democrática 
para facilitar los usos individuales, 
colectivos y comunitarios, con el fin 
de promover niveles de vida dignos a 
través de la protección del agua y los 
ecosistemas esenciales para el ciclo 

hídrico, la prestación comunitario del 
servicio de acueducto y/o manejo de 
aguas residuales y la preservación de 
valores culturales y sociales de la co-
munidad a la que pertenece. Sin per-
juicio de las obligaciones del Estado. 
(Proyecto de Ley N.º 149 de 2024, 
Senado, art. 4)

Una vez que se consolidó el articulado, se 
iniciaron las primeras acciones de sociali-
zación ampliada en los territorios con el 
objetivo de obtener un respaldo informa-
do al proyecto por parte de diversas orga-
nizaciones, regiones y territorios. La Red 
Nacional presentó el proyecto de ley pú-
blicamente el 15 de octubre de 2022 en 
el auditorio del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, este evento deno-
minado como el “Mandato por la gestión 
comunitaria del agua” contó con la presen-
cia de Pedro Arrojo, relator especial de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho Huma-
no al Agua y al Saneamiento. 

También asistieron delegados/as de va-
rios ministerios, la Superintendencia de 
Servicios Públicos y congresistas de la Re-
pública, quienes respaldaron la iniciativa 
legislativa en defensa de la Gestión Co-
munitaria del Agua. Finalmente, el proyec-
to se presentó oficialmente ante la Secre-
taría General del Senado de la República 
el 14 de diciembre de 2022, con la firma 
de más de 30 congresistas, quedando re-
gistrado como el proyecto de ley número 
271 de 2022. Después de que el proyecto 
fue presentado en la Secretaría General 
del Senado, se implementaron estrategias 
de difusión con las organizaciones que ha-
cen parte de la Red, así como otras redes 
que también agrupan gestores comunita-
rios.
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Ahora bien, el avance del proyecto de ley 
en el Congreso implicó nuevos desafíos y 
retos. Por un lado, requirió un nuevo ejer-
cicio de discusión y debate con las Uni-
dades de Trabajo Legislativo (UTL) que 
impulsaban la discusión en el Congreso, 
lo que requirió abordar cuestiones sobre 
la técnica legislativa y la congruencia de la 
argumentación constitucional, lo que llevó 
a la elaboración de la ponencia de primer 
debate y la construcción de un pliego de 
modificaciones que fue presentado para 
dicho primer debate en la Comisión V del 
Senado. 

De manera simultánea a la preparación 
del debate se solicitaron conceptos las 
instituciones clave para el proyecto de ley, 
como el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio, el Ministerio de Ambiente, en-
tre otras; también se iniciaron mesas de 
trabajo con las instituciones y otras 

organizaciones comunitarias clave para la 
discusión, como la Confederación Nacio-
nal de Organizaciones Comunitarias de 
Servicios de Agua y Saneamiento de Co-
lombia (Cocsascol). El primer debate en 
la Comisión V del Senado se llevó a cabo 
el día 14 de junio de 2023 y fue aproba-
do el proyecto, y los congresistas de la 
Comisión acordaron que la ponencia de 
segundo debate se construiría de manera 
colectiva.

A lo largo del proceso y los aprendizajes 
colectivos en materia legislativa, incluyen-
do la Ley 5.ª de 1992 que regula el proce-
dimiento del Congreso de la República, se 
fortaleció la estrategia de incidencia de la 
Red. La Red desplegó entonces una ruta 
de acción para presentar los componen-
tes centrales de la ley ante las entidades 
con competencia directa en el recono-
cimiento de la Gestión Comunitaria del 
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Agua. En este contexto, el Comité de En-
lace Nacional presentó el proyecto ante 
el Departamento Nacional de Planeación, 
el Ministerio de Medio Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible, el Ministerio de Salud y 
Protección Social, el Ministerio de Agri-
cultura, la SSPD y la CRA. Gracias a la co-
laboración de varios congresistas, la Red 
Nacional logró organizar una sesión en la 
Comisión Accidental de Agua y Biodiver-
sidad, donde el único tema tratado fue la 
Gestión Comunitaria del Agua.

En el marco del XI Encuentro Nacional de 
la Red, realizado en la ciudad de Popayán 
en 2023, se aprobó la participación de la 
ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio, 
así como de delegados del Viceministerio 
de Agua en la inauguración del evento. 
Aunque la ministra solo estuvo presente 
para dar un saludo inicial, se llevaron a 
cabo varias reuniones privadas con ella y 
su equipo ejecutivo. 

Estas reuniones se centraron en forta-
lecer las apuestas estratégicas de la red, 
ratificar el compromiso asumido por el 
ministerio con el Relator Especial de la 
ONU sobre el Derecho Humano al Agua y 
Saneamiento, y asegurar el necesario res-
paldo en el proceso legislativo, dado que 
el Ministerio lidera el sector de agua y sa-
neamiento en el país.

Como resultado de este proceso, varias 
de las entidades presentaron sus concep-
tos y se realizaron las distintas mesas de 
trabajo, algunas con instituciones del Es-
tado y otras con organizaciones sociales. 
Las mismas mostraron las variadas aristas 
de la discusión y la necesidad de reflexio-
nar desde una perspectiva integral y sisté-
mica. 

En general, los comentarios fueron fa-
vorables al proyecto, reconociendo su 
pertinencia y necesidad en el contexto 
actual del país. Sin perjuicio de lo ante-

rior, se llevaron a cabo varios debates en 
torno a diversos ejes: a) la financiación, 
especialmente desde las entidades terri-
toriales, surgió una preocupación sobre 
el origen de los recursos necesarios para 
implementar la ley, en especial ante la de-
bilidad fiscal que afecta a la mayoría de 
municipios del país; b) el rol del Estado, es-
pecialmente frente a la SSPD y la CRA, ya 
que, aunque se reconoce la necesidad de 
transformar las relaciones con el Estado, 
surgió la pregunta sobre cuáles deben ser 
los alcances de las funciones de control y 
vigilancia; c) la articulación con la institu-
cionalidad existente, especialmente con 
las autoridades ambientales; y d) algunas 
discusiones de técnica constitucional so-
bre la necesidad de leyes orgánicas o es-
tatutarias para algunos de los contenidos 
de la ley.

Los anteriores ejercicios llevaron a que 
las distintas UTL recogieran los insumos 
respectivos y discutieron la construcción 
de la ponencia para segundo debate, la-
mentablemente sin la participación de las 
organizaciones que habían impulsado el 
proyecto de ley. De esta manera, la ponen-
cia para segundo debate, si bien conserva 
algunos de los contenidos de la propuesta 
construida por la Red Nacional de Acue-
ductos Comunitarios, se distancia en va-
rios puntos centrales. 

Algunos de ellos son: a) el esquema de la 
ponencia de segundo debate, la gestión 
comunitaria del agua no se separa del 
marco normativo establecido por la Ley 
142 de 1994, razón por la cual se le con-
ceptualiza como un esquema diferencial, 
al que, en todo caso, se le aplicarían los 
criterios y principios para una gestión em-
presarial del agua; b) la mayoría de alivios 
administrativos, regulatorios, fiscales y de 
control no fueron incluidos en la propues-
ta para la ponencia de segundo debate; c) 
los mecanismos de participación y articu-
lación propuestos fueron transformados, 
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y sus alcances modificados; d) algunos 
mecanismos de garantía de la autonomía 
y fortalecimiento de la gestión comunita-
ria también desaparecen en la propuesta 
presentada en la segunda ponencia. 

Sin perjuicio de lo anterior, a pesar de con-
tar con informe para el segundo debate, la 
discusión sobre el proyecto de ley no fue 
agendada, por lo cual el proyecto fue final-
mente archivado.

Esto llevó a un nuevo ejercicio de reflexión 
por parte de la Red Nacional de Acueduc-
tos Comunitarios de Colombia y la Con-
federación Nacional de Organizaciones 
Comunitarias de Servicios de Agua y Sa-
neamiento de Colombia para revisar los 
resultados de las mesas de trabajo y las 
discusiones que se dieron en el marco del 
proceso legislativo. 

Para cumplir con lo anterior, se realizó 
una revisión integral del texto a la luz de 
las propuestas y discusiones planteadas y 
a partir de distintos talleres de discusión 
con las distintas organizaciones pertene-
cientes a la Red Nacional de Acueductos 
Comunitarios. Además, se llevaron a cabo 
mesas de discusión entre la Red Nacional 
y Cocsascol, en las cuales ambas organi-
zaciones lograron consensuar los puntos 
estructurantes de la propuesta de ley. Lo 
anterior permitió consolidar una propues-
ta ajustada que recogiera las discusiones y 
aprendizajes derivados del proceso legis-
lativo adelantado en el marco del proyec-
to de Ley 271 de 2022.

Con el resultado de los procesos ante-
riores, se decidió impulsar nuevamente 
el proyecto de ley constituyendo nuevas 
alianzas con congresistas que se compro-
metieran con acoger el mandato comu-
nitario de la Red Nacional y Cocsascol, 
respetando las líneas fundamentales de la 
propuesta y garantizando un diálogo per-
manente y fluido durante el proceso legis-

lativo. Esto llevó, finalmente, a que el día 
21 de agosto de 2024 se radicara nueva-
mente un proyecto de ley para impulsar el 
reconocimiento de la gestión comunitaria 
del agua con el respaldo de 32 congresis-
tas. A este nuevo proyecto se le asignó el 
número 149 de 2024 y fue asignado a la 
Comisión VI del Senado y su ponente, el 
senador Robert Daza.

En conclusión, puede 
señalarse que el proceso 
de construcción de la 
propuesta de “Ley propia” 
se ha caracterizado porque: 
a) implicó un proceso de 
diálogo de saberes que 
combinó la experiencia 
y conocimiento de los 
gestores comunitarios del 
agua de distintitas regiones 
de Colombia articulados 
en la Red Nacional, con 
otras organizaciones 
sociales y ambientalistas 
y con personas vinculadas 
a la academia. Armonizó 
diálogos diversos entre 
conocimientos populares, 
académicos y técnicos. 



22

b) fue un proceso orientado a la acción 
y la transformación política, partiendo 
de la experiencia práctica comunitaria, 
de conocer y compartir las trayectorias 
propias y de encontrar puntos en común 
sobre aquellos aspectos que identifican 
a los gestores comunitarios del agua, so-
bre lo que esperaban de la relación con el 
Estado, sobre los significados del agua, de 
lo público y de los contenidos de los dere-
chos; c) ha sido un diálogo horizontal, me-
diado por distintos dispositivos de orde-
nación de la deliberación informada, que 
combinó presencialidad y virtualidad, diá-
logos regionales con diálogos nacionales, 
grupos focales con espacios asamblearios.

Avances y retrocesos en 
el reconocimiento de la 
Gestión Comunitaria del 
Agua

Es importante señalar que el proceso de 
construcción de la “Ley propia” ha impli-
cado también un proceso de reflexión, 
conceptualización y fundamentación de 
las propuestas para el reconocimiento, 
protección y fortalecimiento de la Gestión 
Comunitaria del Agua. Estos elementos 
además de haber nutrido el proceso le-
gislativo en los términos enunciados en el 
apartado anterior, han sido utilizados en 
otros escenarios de incidencia y discusión 
con el Estado, especialmente, la Mesa de 
Gestión Comunitaria del Agua, constitui-
da con el Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio, y para el diálogo con otras las 
instituciones del Estado, como la SSPD, la 
CRA, o el Ministerio de Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible.

En estos diálogos uno de 
los primeros elementos 
que debe destacarse es 
la inclusión de la Gestión 
Comunitaria del Agua 
en el Plan Nacional de 
Desarrollo Colombia 
Potencia Mundial de la 
Vida, tanto en el articulado 
como en el documento de 
bases del Plan Nacional 
de Desarrollo. En esa 
perspectiva se destaca de 
manera especial el artículo 
274 de la Ley 2294.

Este contiene varios mandatos importan-
tes para la gestión comunitaria del agua de 
los cuales pueden señalarse: 

a) el mandato de constituir una política 
pública para la gestión comunitaria del 
agua, b) algunos alivios administrativo y 
tributarios, al establecer el carácter de 
no contribuyentes de impuesto a la ren-
ta de los gestores comunitarios del agua 
o señalar que este tipo de organizacio-
nes no requieren inscripción en cámara 
de comercio; c) la exención del deber de 
contar con concesión de aguas y el Plan 
de Ahorro y Uso Eficiente del Agua para 
algunos gestores comunitarios del agua; 
d) algunos instrumentos para contribuir a 
la sostenibilidad financiera de los gestores 
comunitarios a través de subsidios a la ta-
rifa y mecanismo especial de apoyo para la 
inversión y sostenibilidad de los sistemas 
de aprovisionamiento; e) el desarrollo de 
estrategias para reducir costos del servi-
cio de energía eléctrica para los gestores 
comunitarios del agua.
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En esa perspectiva, es claro que el Plan 
Nacional de Desarrollo tiene un enfoque 
acertado en el reconocimiento de la ges-
tión comunitaria del agua y en el desarro-
llo de mecanismos prácticos para reducir 
cargas administrativas y operativas para 
la Gestión Comunitaria del Agua. Sin em-
bargo, dos críticas principales pueden ha-
cérsele: por un lado, el artículo 274 aún no 
provee una solución sistémica e integral 
para las fallas de reconocimiento de la 
Gestión Comunitaria del Agua como las 
que se han descrito en el presente docu-
mento; por ahora proveen soluciones par-
ciales y sectoriales; por otro, aún varios de 
los contenidos de dicho artículo no se apli-
can en la práctica por la falta reglamenta-
ción por parte del ejecutivo, quizás con la 
excepción del Decreto 1697 de 2023 que 
reguló el subsidio comunitario (con múl-
tiples falencias en términos de sus enfo-
ques y alcances).

Igualmente, el Plan Nacional de Desarro-
llo incorpora múltiples contenidos que 
pueden ser utilizados para fortalecer la 
Gestión Comunitaria del Agua, entre ellos, 

el reconocimiento de la economía popular 
y los lineamientos para su forta

lecimiento, que pueden ser plenamente 
aplicables a la Gestión Comunitaria del 
Agua, incluso elementos como los acuer-
dos público-populares son herramientas 
útiles para tal fin. Además, los gestores 
comunitarios del agua podrían ser ins-
tancias que jueguen un rol importante en 
el ordenamiento territorial alrededor del 
agua, en las estrategias de superación de 
la vulnerabilidad y en aquellas referidas a 
la justicia ambiental.

Por otro lado, persisten todavía múltiples 
esquemas normativos que continúan im-
poniendo cargas desproporcionadas a la 
Gestión Comunitaria del Agua a pesar de 
los llamados de sus gestores. En ese senti-
do, a pesar de los avances en su reconoci-
miento y del desarrollo de nuevos meca-
nismos para su fortalecimiento, las fallas 
de reconocimiento persisten y deben ser 
superadas. 

Sin embargo, es importante resaltar que 
existen rutas y mecanismos que pueden 
contribuir a superarlas en el proceso le-
gislativo que actualmente se adelanta, 
la construcción de la Política Pública de 
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Gestión Comunitaria del Agua, la modi-
ficación normativa amparada en el Plan 
Nacional de Desarrollo y la implementa-
ción de mecanismos, como los acuerdos 
público-populares, que ofrezcan escena-
rios de trabajo con amplio potencial para 
lograr el adecuado reconocimiento y for-
talecimiento de la Gestión Comunitaria 
del Agua.

Perspectivas y 
conclusiones

El 27 de julio de 2015, Leo Heller, relator 
especial sobre el derecho humano al agua 
potable y el saneamiento de Naciones 
Unidas, en informe A/70/203, señaló que

la igualdad no quiere decir que todos 
deban recibir el mismo trato. Con 
respecto al agua, el saneamiento y la 
higiene, los derechos humanos exigen 
que haya igualdad de acceso a estos 
servicios, pero eso no significa que 
todos deban disfrutar del mismo tipo 
de servicio, como retretes con des-
carga de agua, ya que estos no resul-
tan apropiados en toda circunstancia 
y contexto. (17.º período de sesiones. 
Tema 73 b) Informe A/70/203, p. 29)

Agrega además qué, los 

Estados podrían tener que adoptar 
medidas de acción afirmativa y dar 
preferencia a determinados grupos 
y personas con miras a resarcir los 
actos de discriminación pasados. Las 
desigualdades sociales, culturales, 
económicas y políticas perpetúan la 
exclusión social, lo cual se ha de exami-
nar cuidadosamente al diseñar opcio-
nes para la prestación de servicios de 

abastecimiento de agua, saneamiento 
e higiene. (17.º período de sesiones. 
Tema 73 b) Informe A/70/203, p. 29)

Heller, además señaló que “el modelo de 
gestión de los servicios de agua y sanea-
miento no es neutral en cuanto al cumpli-
miento de los derechos humanos” (Villa-
rreal y Wilson, 2022, p. 24), y resaltó que 
“existen inmensos riesgos para los dere-
chos humanos en los experimentos neoli-
berales y la privatización de los servicios” 
(Villarreal y Wilson, 2022, p. 24).

 

En este sentido, la gestión 
del agua con enfoque de 
derechos debe considerar 
que el agua es un “esencial 
común”, por lo tanto, debe 
estar en manos públicas o 
públicas-comunitarias; debe 
a su vez, en consecuencia 
como un “esencial común” 
gestionarse de forma que 
se garanticen los derechos 
humanos desde una 
perspectiva de integralidad 
e interdependencia, 
es decir, el agua y el 
saneamiento no solo deben 
considerar la sostenibilidad 
financiera, sino la salud de 
los ecosistemas que tienen 
que ver con el ciclo del 
agua y su relación con otros 
derechos. 
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En el caso en la gestión comunitaria del 
agua, los Estados deben garantizar su for-
talecimiento sin desmedro de las formas 
organizativas y democráticas de las comu-
nidades.

El escenario actual, que no está exento de 
dificultades, provee de escenarios impor-
tantes para el reconocimiento y fortaleci-
miento de la gestión comunitaria del agua, 
que nos han marcado una ruta de acción 
que debe ser desarrollada a futuro en al 
menos tres ejes de acción: 

a) la necesidad de abandonar la idea de la 
neutralidad de los derechos humanos 
frente al modelo de gestión del agua; 
b) la necesidad de abandonar visiones 
sectoriales y parciales sobre el servicio 
público del agua y la gestión ambiental; 
c) la redemocratización de la gestión del 
agua como precondición para el goce de 
derechos; d) avanzar a la conceptualiza-
ción de la propiedad y la gestión comu-
nitaria.

En ese sentido, los enfoques y contenidos 
del proyecto de “Ley propia” para la ges-
tión comunitaria del agua promovidos por 
la Red Nacional de Acueductos Comunita-
rios, y hoy acompañada y respaldada por 
organizaciones como la Confederación 
Nacional de Organizaciones Comunita-
rias de Servicios de Agua y Saneamiento 
de Colombia sigue teniendo plena vigen-
cia y pertinencia, y deben ser continuados 
y combinados con otras decisiones de po-
lítica pública y de ajustes normativos.
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1. Mesa sobre 
Gestión 
Comunitaria del 
Agua

Origen
Recordemos que, en el año 2019, el Vice-
ministerio de Agua y Saneamiento Básico, 
perteneciente al Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio (MVCT), convocó al 
Primer Congreso Nacional “Agua al Cam-
po”. Este congreso tenía como finalidad 
socializar los avances normativos, regu-
latorios y de política pública de agua y sa-
neamiento rural. 

En él participaron otras instituciones, 
como la Superintendencia de Servicios 
Públicos, la Comisión de Regulación de 
Agua Potable, el Departamento de Pla-
neación Nacional e instituciones de coo-
peración internacional como el Banco In-
teramericano de Desarrollo (BID), Ayuda 
Humanitaria y Desarrollo de la Embajada 
Suiza en Colombia (Cosude).

La Red Nacional se había negado a par-
ticipar en estos eventos convocados por 
el Viceministerio de Agua y Saneamiento 
Básico en alianza con otras instituciones 
públicas del sector de servicios públicos, 
autoridades ambientales, de salud, go-
biernos municipales y departamentales, 
la cooperación internacional y el sector 
privado. 

En algunos de estos eventos la Red se hizo 
presente con intervenciones y comunica-
dos que denunciaban, como se nombraba 
en ese entonces, la no garantía del dere-
cho a la autogestión comunitaria del agua 
y el desconocimiento de ella en la ley y las 
normas, la política de control y vigilancia y 

la coacción a su transformación o entrega 
a la empresarización y el mercado. Evi-
dencia de ello son los comunicados expre-
sados ante el II Congreso Internacional: 
acueductos rurales y municipios presta-
dores directos, en 2015, el Congreso In-
ternacional en Ibagué, Tolima en 2016, y 
en este último, se publicó un comunicado 
cuyo título fue: “el agua está en el campo y 
la estamos autogestionando”.

En este congreso las instituciones pro-
pusieron la firma de un pacto por el agua 
para que lo suscribieran las organizacio-
nes participantes. Desde el principio la 
Red Nacional se negó a firmar el pacto y 
tomó una postura de desplegar sus argu-
mentos y además exigir a las institucio-
nes constituir escenarios para un debate 
abierto entre las instituciones del Estado 
y los Acueductos Comunitarios.

El viceministro de ese entonces, José Luis 
Acero Vergel, ante la negativa de la Red 
Nacional de firmar el pacto, convocó a 
conversar. Se realizó una reunión con la 
entonces asesora del Viceministerio, An-
drea Bernal, el profesor Juan Pablo Paz 
de la Universidad del Cauca y con la vo-
cería de la Red Nacional y de Cocsascol. 
El acuerdo fue crear una Mesa de Inter-
locución y concertar una línea de trabajo 
basada en acuerdos políticos, éticos y me-
todológicos.

Definido el acuerdo ético y metodológico, 
se conforma la Mesa con las vocerías de la 
Red Nacional de Acueductos Comunita-
rios, la Cocsascol y con la participación de 
la academia, profesoras y profesores de la 
Universidad del Cauca, la Universidad del 
Valle y la Universidad Nacional.
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Objetivos
Este espacio se construyó con el propósito 
de mantener una comunicación constante 
con actores del Estado que tienen relación 
directa con la emisión de normas y políti-
cas públicas relacionadas con la gestión 
comunitaria del agua, de manera que en 
la agenda de las instituciones se empezara 
a asumir con mayor compromiso la supe-
ración de la falla de reconocimiento de los 
acueductos comunitarios, por lo tanto, se 
propusieron unos objetivos de largo, me-
diano y corto alcance (Red Nacional de 
Acueductos Comunitarios, 2020), todos 
ellos encaminados a fortalecer y garanti-
zar la existencia de los acueductos comu-
nitarios.

Objetivos de largo alcance:
a.	 Presentación del proyecto de “Ley 

propia” ante el Congreso por la Red 
Nacional con el respaldo del Vice-
ministerio.

b.	 Incidencia en la firma del Acuerdo 
de Escazú.

c.	 Lograr el reconocimiento formal 
de los acueductos comunitarios 
como garantes del derecho huma-
no al agua no subsumible a lógicas 
empresariales, como gestores te-
rritoriales y ambientales y como 
agentes democratizadores.

Objetivos de mediano 
alcance:

a.	 Incidir en el sistema de información 
sobre acueductos rurales y definir 
de forma conjunta los indicadores, 
exigiendo acceso a toda la informa-

ción recolectada bajo el trabajo de 
la Mesa.

b.	 Participar en la producción de de-
cretos y normas que suplan la falla 
de reconocimiento que afecta la 
Gestión Comunitaria del Agua.

c.	 Promover el enfoque diferencial 
en materia tributaria, y marcos ta-
rifarios que respeten las formas de 
economía social y solidaria como 
la cuota familiar, los derechos de 
agua, el convite y la minga; en el 
control y vigilancia, los requisitos 
contables, el acceso a recursos pú-
blicos, y los requisitos de potabili-
zación (calidad de agua de acuerdo 
con los usos múltiples del agua, 
reconocimiento de las tecnologías 
apropiadas).

d.	 Incidir en la modificación del con-
tenido de ciertas normas con pará-
grafos aclaratorios que exceptúen 
de la aplicación de normas con en-
foque empresarial de prestación de 
servicios a los acueductos comuni-
tarios sin ánimo de lucro.

e.	 Buscar la transformación del siste-
ma de vigilancia y control para los 
acueductos comunitarios: propo-
ner la reducción de las estrategias 
sancionatorias y su reemplazo por 
estrategias de apoyo y fortaleci-
miento.

f.	 Replantear la operatividad de los 
planes departamentales de agua, 
de tal manera que su operatividad 
no implique el exterminio de la ges-
tión comunitaria del agua.

g.	 Replantear las interpretaciones 
convencionales de la calidad del 
agua más allá de la existencia del 
cloro residual, de tal forma que se 
incluyan los usos diversos que se le 
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dan en la ruralidad y se potencien 
tecnologías propias de la ruralidad.

Objetivos de corto 
alcance:

a.	 Reducción de costos en trámites 
administrativos, contables y tribu-
tarios.

b.	 Discusiones sobre posibles cargas 
excesivas para acueductos comu-
nitarios (aplicación de normas con-
tables NIIF, reporte de información 
al Sistema Único de Información 
(SUI) y otra información tributaria).

c.	 Acceso a información que permita 
generar mejores diagnósticos y la 
definición de canales para facilitar 
el acceso a recursos públicos con 
el fin de fortalecer la gestión comu-
nitaria del agua, sin que deban ser 
mediados por contratos de como-
dato y entrega de la propiedad co-
munitaria a los entes públicos.

La Mesa, un espacio de 
interlocución y trabajo 
2021-2024

El marco en el que surge la Mesa expresa 
la capacidad de movilización y propues-
ta de la Red Nacional y la presencia en la 
Agenda Política del Modelo de Gestión 
Comunitaria del Agua. Fue fundamental 
este encuentro con la Cocsascol, con las 
personas de la academia que investigan 
y promueven la Gestión Comunitaria del 
Agua con compromiso en su defensa y co-
nocimiento y con la institucionalidad del 
sector. El acto de NO firmar el pacto por 

el agua en 2019, que no contenía práctica-
mente claridades sobre el reconocimiento 
de este modelo y compromisos concretos 
con acciones que pudiesen permitir avan-
ces, se convirtió en esta creación de un 
escenario propicio para la concertación, 
el diálogo, la participación en el desarro-
llo normativo y de políticas favorables a la 
gestión comunitaria del agua.

Después de la instalación de la Mesa, has-
ta el 2020 se concretaron avances hacia el 
reconocimiento de la Gestión Comunita-
ria del Agua en la expedición de normas, 
decretos y resoluciones. Algunos de estos 
logros fueron: la eliminación del requisito 
para la autorización sanitaria que impo-
nía los acueductos comunitarios anexar 
el plan de gestión de riesgo de calidad de 
agua (Resolución 622 de 2020); la inclu-
sión de los usos del agua en las viviendas 
rurales dispersas asociados al riego de 
cultivos destinados a la subsistencia del 
núcleo familiar campesino y la cría de ani-
males a pequeña escala (Decreto 1210 de 
2020); la modificación de la Ley 142 de 
1994 sobre servicios públicos domicilia-
rios a través del decreto 819 de 2020 que 
incluye la posibilidad de celebrar acuerdos 
público-comunitarios, en los que las enti-
dades públicas pueden aportar recursos 
públicos sin afectar la autonomía o el pa-
trimonio de las organizaciones comunita-
rias.

Estos avances fueron recogidos en la pu-
blicación Caminos en defensa de la ges-
tión comunitaria del agua (2020) de la 
Red Nacional de Acueductos Comunita-
rios de Colombia. Más adelante, se hizo 
un ejercicio similar hasta el año 2023 en 
el documento interno “Mesa de interlo-
cución: Gestión comunitaria del agua y el 
saneamiento. Documento memoria 2019-
2023”, realizado por la Red Nacional de 
Acueductos Comunitarios y los asesores 
académicos Juan Pablo Paz y Andrea Ber-
nal.
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En este último período, el cual incluyó 
cambio de gobierno nacional, la Mesa tra-
bajó distintos aspectos como la revisión 
y aportes a proyectos de resoluciones y 
decretos, el proceso de construcción del 
Plan Nacional de Desarrollo 2023-2026, 
la formulación de la política pública para la 
Gestión Comunitaria del Agua y la facili-
tación del diálogo con otras entidades del 
sector, como la CRA, la SSPD y la DIAN.

En el 2021, se expide la Resolución 0002 
del 4 de enero de 2021 del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio “Por medio 
de la cual se definen los lineamientos de 
asistencia técnica y de fortalecimiento co-
munitario para los esquemas diferenciales 
de agua y saneamiento básico en zonas ru-
rales, y se dictan otras disposiciones”. Esta 
resolución propone que las iniciativas te-
rritoriales de fortalecimiento comunitario 
deban garantizar una participación activa 
de las comunidades rurales, respetar la 
autonomía comunitaria y tener en cuenta 
las condiciones socioeconómicas y cultu-
rales de la población rural. 

Si bien la resolución se toma como un 
avance, permanecen varios cuestiona-
mientos debido a que, por un lado, es com-
plejo que la asistencia técnica se garantice 
con la participación de las comunidades 
y, por otro, la insistencia de hacerla por 
medio de los Planes Departamentales de 
Agua (PDA). Los PDA son una política de 
impulso a los esquemas empresariales, 
una política cuyo enfoque es la empresa-
rización y no es una política de fortaleci-
miento comunitario.

En el 2022, ante la llegada del Gobierno 
de Gustavo Petro, junto a los y las facili-
tadores académicas se elaboró un docu-
mento de memoria sobre el recorrido de 
la Mesa y fue enviado al Viceministerio 
de Agua Potable y Saneamiento con el 
propósito de garantizar la continuidad del 
proceso. Durante la construcción del Plan 

Nacional de Desarrollo 2022-2026, a tra-
vés de la Mesa se logró garantizar una de-
legación activa de la Red Nacional en los 
distintos espacios creados para la partici-
pación ciudadana. De esta manera, la Red 
estuvo presente y con propuestas claras 
en los diálogos regionales vinculantes y en 
los encuentros comunitarios regionales 
convocados directamente por el Ministe-
rio de Vivienda.

Del Plan Nacional de Desarrollo se deriva 
la creación de una política pública para la 
gestión comunitaria del agua. Desde el 
2023, la Red Nacional ha participado en 
los espacios propuestos por el Viceminis-
terio a través de la Mesa para esta formu-
lación. A la fecha, el proceso no ha avan-
zado de manera significativa y se espera 
que además de los encuentros regionales 
que se propongan para su construcción, 
la Mesa se consolide como el espacio de 
concertación real de los contenidos de la 
política pública, pues es allí donde conflu-
yen las articulaciones nacionales de acue-
ductos comunitarios, la experticia de per-
sonas académicas y un proceso histórico 
de discusión y construcción alrededor de 
la normatividad necesaria para la gestión 
comunitaria del agua.

En el segundo semestre de 2024, durante 
el trámite legislativo del proyecto de ley 
construido por la Red Nacional de Acue-
ductos Comunitarios, conocida como la 
“Ley propia”, el proyecto de ley N.º 149 de 
Senado “Por medio de la cual se regula lo 
referente a las comunidades gestoras del 
agua, su manejo de aguas residuales y se 
dictan otras disposiciones”, se solicitó al 
Viceministerio un concepto sobre el mis-
mo. Gracias al diálogo permanente que se 
sostiene en esta Mesa con los y las fun-
cionarias, el Viceministerio elaboró un 
concepto favorable a la propuesta, lo cual 
significa un respaldo institucional impor-
tante para el desarrollo de los debates en 
el Congreso. Sin embargo, aún persisten 
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diferencias de fondo en cuanto a la con-
ceptualización de la gestión comunitaria 
del agua, así como la comprensión del pro-
pósito esencial del proyecto de ley el cual 
busca la creación de un régimen distinto al 
planteado por la Ley 142 de 1994 de ser-
vicios públicos domiciliarios y la norma-
tividad derivada de ella, incluida aquella 
referida a los esquemas diferenciales.

Que la Mesa fluya: 
aprendizajes y retos

A noviembre de 2024, se han realizado al-
rededor de 40 reuniones, en donde se ha 
podido llegar al diálogo directo con varias 
instituciones del Estado, esto quiere decir 
que esta Mesa ha facilitado el flujo de in-
formación y el diálogo permanente para 
dar a conocer las propuestas tanto de las 
instancias de gobierno como de las orga-
nizaciones sociales.

 

Así, se reconoce que las 
peticiones, propuestas, 
inquietudes y problemáticas 
que tienen las comunidades 
organizadas son 
conocidas o discutidas, en 
primera instancia, con el 
Viceministerio y su grupo 
de política y, en caso de 
ser necesario, por otras 
entidades del Estado. 

Es decir, el Viceministerio facilita la crea-
ción de canales de comunicación directos 
con otras entidades que permiten una 
mayor participación por parte de las or-
ganizaciones en las discusiones que van 
surgiendo.
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Es importante destacar el papel de las 
personas de las universidades como facili-
tadoras de la Mesa y en su calidad y exper-
ticia aportan con criterios y conceptos de 
distintas disciplinas que enriquecen y faci-
litan los acuerdos y decisiones de la Mesa. 
Sus aportes jurídicos, políticos y técnicos 
son invaluables para los propósitos de 
esta Mesa de trabajo.

Deissy Peña, abogada de la Corporación 
Ecológica y Cultural Penca de Sábila y de 
la Consultiva Jurídica de la Red Nacional, 
reconoce la importancia de este espacio 
y el compromiso del Viceministerio y su 
activo papel en la gestión de la Mesa. Su 
misionalidad le permite incidir y convocar 
a otras entidades del Estado. En princi-
pio, esta Mesa se resalta por el nivel de 
compromiso que tienen los actores que la 
conforman, sin embargo, con el cambio de 
gobierno y, por ende, de funcionarios/as, 
su periodicidad y rigurosidad se ve com-
prometida, lo que ha dilatado en algunos 
momentos las conversaciones, discusio-
nes y acuerdos.

Juan Pablo Paz, profesor de la Universi-
dad del Cauca, quien participa de la Mesa 
como facilitador académico, considera 
que este espacio también ha permitido la 
recolección de insumos para la construc-
ción de la “Ley propia”, sin que este sea el 
tema central en las discusiones. La cer-
canía con los actores que la conforman, 
ha dado paso a la lectura, recolección de 
posturas y análisis que han legitimado los 
planteamientos diferenciales para las co-
munidades gestoras de agua, esto bajo el 
entendido de que los actores instituciona-
les se basan en el marco regulatorio que 
los orienta pero, a través de este espacio, 
se han podido discutir las normativas de 
acuerdo a las necesidades de las comuni-
dades, lo que ha permitido reconocer la 
necesidad de expedir una normativa que 
abarque en su conjunto los vacíos que 
existen. 

Asimismo, destaca la labor que se hace 
en la Mesa para la incidencia en temas de 
políticas públicas y otras normativas que, 
muchas veces, resultan siendo lesivas 
para los acueductos comunitarios, por lo 
que a los acuerdos que se llegan en este 
espacio pueden resaltarse como un logro 
muy significativo.

En ese sentido, el profesor 
Paz resalta el trabajo 
conjunto que ha venido 
realizando la Red Nacional, 
su capacidad organizativa 
y de incidencia, lo que le 
ha permitido fortalecerse 
también como movimiento. 

Asimismo, menciona el trabajo de Cocsas-
col, de este modo ambas organizaciones 
no se han limitado a establecer posturas 
teóricas y políticas, sino también a plan-
tear propuestas claras y concretas que 
contribuyen a cambios positivos para las 
comunidades organizadas. En ese mismo 
sentido, considera que la Red Nacional 
con su agencia y posturas, refleja un tra-
bajo político coherente en busca de justi-
cia ambiental y de reconocimiento por la 
gestión comunitaria del agua.

Podría decirse que, a grandes rasgos, esta 
Mesa de interlocución ha logrado avanzar 
significativamente en el cumplimiento de 
sus objetivos. Ha sido escenario funda-
mental para el posicionamiento del pro-
yecto de la “Ley propia” que ha logrado nu-
trirse de las discusiones que se plantean 
en la Mesa que unánimemente compren-
de y trabaja sobre la necesidad de avanzar 
en superar los obstáculos, las ambigüeda-
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des y los vacíos legales con esta iniciativa 
legislativa. Se ha logrado un avance en el 
reconocimiento por parte de las entidades 
del Estado de la urgencia de fortalecer las 
comunidades organizadas de acueductos 
comunitarios, valorar su gestión territo-
rial y distinguirla de las dinámicas empre-
sariales.

Los objetivos de mediano alcance se han 
trabajado en el transcurrir del tiempo de 
la Mesa, pues la producción de decretos, 
resoluciones y políticas públicas es una 
labor constante y que debe estar alimen-
tada por las organizaciones comunitarias 
que se ven implicadas en estos marcos 
normativos. Asimismo, en los objetivos de 
corto alcance se pudo avanzar logrando la 
modificación de la normativa y sentar ba-
ses en el reconocimiento de las dinámicas 
de los acueductos comunitarios.Si bien te-
mas como el acceso a la información aún 
están por trabajarse, puede afirmarse que 
la Mesa lleva un ritmo de trabajo marca-
do por los objetivos planteados desde su 
inicio y ha podido llegar a algunos consen-
sos con las entidades del gobierno. De la 
misma manera, ha sido un espacio que ha 
podido demostrar la capacidad de agencia 
que tiene la Red y su base sólida como mo-
vimiento social. En palabras del profe Juan 
Pablo Paz:

La Mesa es más que un espacio, es 
una oportunidad de congregarnos a 
dialogar a través de la palabra, esa que 
podemos hacer llegar desde las voces 
de los que no tienen voz, de esas co-
munidades rurales que social y cultu-
ralmente nos permiten hacer conocer 
sus logros, pero también sus angus-
tias y poder, desde estos procesos, 
confluir en acuerdos y esperanzas. 

Debo ser respetuoso más no con-
descendiente con esa realidad que 
nos agobia, la llamada normatividad 
ambiental y sus estrategias, las que 

se tejen desde otras miradas y postu-
ras para seguir el modelo equivocado 
para el agua y el saneamiento en la ru-
ralidad y sus procesos comunitarios. 
Pero a pesar de los esfuerzos que se 
hagan desde el equipo de gobierno y 
mientras no existan desde el legisla-
tivo posturas normativas diferentes, 
los avances en los temas diferenciales 
para la gestión comunitaria del agua 
pueden verse afectados y distantes, 
por eso esperamos hacer y ser parte 
de las respectivas reglamentaciones 
anunciadas.

Si bien hasta ahora se resaltan los aspec-
tos positivos que se han dado en la Mesa 
de interlocución, es necesario identificar 
las dificultades que se han presentado 
para poder mejorar y que el debate, la con-
certación y los acuerdos que se expresen 
en normas políticas, fluyan como el agua. 
Anteriormente, Deissy Peña señalaba la 
discontinuidad como una dificultad, pues 
si bien mantuvo su periodicidad, con el 
cambio de gobierno y de equipos de fun-
cionario/as, las conversaciones se han vis-
to dilatadas, es decir, no guardan la misma 
rigurosidad y los cambios han marcado 
otro ritmo de trabajo.

(...) el espacio puede 
verse debilitado al no ser 
reconocido por medio de un 
decreto, una resolución o 
una herramienta normativa 
que formalice y legitime su 
acción. 
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Un reto que está contenido en el proyecto 
de “Ley propia” es precisamente el de ins-
titucionalizar la Mesa como espacio per-
manente para el diálogo con las institucio-
nes del Estado. Este espacio ya legitimado 
se debe legalizar e instituir con una norma 
clara para darle mayor margen de acción 
y consolidar su propuesta metodológica y 
de funcionamiento.

Otros retos y proyecciones vinculados al 
trabajo de la Mesa son:

a)	 En busca de la coherencia se debe 
continuar en la labor de mejorar la 
regulación y las políticas públicas 
que afectan o favorecen a los acue-
ductos comunitarios.

b)	 La Mesa debe convocar, con el apo-
yo del Viceministerio, a otras auto-
ridades del orden nacional y de la 
cooperación internacional para que 
participen en la interlocución de la 
Mesa de Gestión Comunitaria, de 
acuerdo a las necesidades que la 
agenda va marcando.

c)	 La Mesa debe establecerse de 
manera permanente y gestionar 
recursos públicos para su funcio-
namiento, siempre respetando los 
principios y a la autonomía de las 
organizaciones que la integran.

d)	 Territorializar la agenda avanzada 
y comunicar adecuadamente sus 
avances y discusiones. Usar ade-
cuadamente todos los medios de 
comunicación a su alcance, los co-
munitarios, los oficiales, los de las 
organizaciones y redes. Realizar 
una labor eficaz de comunicación, 
de información.

e)	 En el proceso de descentralización 
de su agenda debe siempre cons-

truir participativamente la agenda 
y metodología de los encuentros 
de acueductos comunitarios que se 
organicen en los territorios, espe-
cialmente cuando sean auspiciados 
o financiados con recursos públi-
cos. La Mesa no es un espacio sim-
plemente consultivo, es un espacio 
de concertación de las políticas con 
los actores comunitarios.

f)	 El Viceministerio, como dinamiza-
dor de la Mesa, debe garantizar la 
socialización de manera permanen-
te, los estudios e informes sobre la 
gestión comunitaria del agua y del 
saneamiento que deben ser de ac-
ceso abierto. Las actas y memorias 
de la Mesa deben estar a disposi-
ción de la ciudadanía y de las comu-
nidades organizadas.

g)	 Debemos mantener siempre la 
hoja de ruta de la Mesa, evaluar su 
desarrollo, sus logros y perspecti-
vas y evitar la discontinuidad.

2. Incidencia en el 
Plan Nacional de 
Desarrollo 2023-
2026

Reconociendo el enfoque de trabajo que la 
Red ha consolidado para incidir en los es-
pacios de interlocución con el Estado que 
pueden dar lugar a disposiciones jurídicas 
y construcción de políticas públicas, con la 
elección del Gobierno de Gustavo Petro 
(2022-2026), la Red se propuso contri-
buir al Plan Nacional de Desarrollo 2023-
2026 desde la perspectiva que implica la 
Gestión Comunitaria del Agua, partiendo 
de la convergencia de agendas con el Go-
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bierno del Cambio. Así, la Red Nacional 
construyó una propuesta de articulado 
llamado “Propuestas estratégicas: líneas 
para el Plan Nacional de Desarrollo sobre 
gestión comunitaria del agua de la Red 
Nacional de Acueductos Comunitarios 
de Colombia” en la cual identificó facto-
res clave que dieron como resultado tres 
objetivos principales, teniendo en cuenta 
las diversas dimensiones que conforman 
la Gestión Comunitaria del Agua:

a)	 Reconocer la gestión comunitaria 
del agua que realizan las comunida-
des organizadas en las áreas rura-
les y periurbanas.

b)	 Reconocer la gestión ambiental 
de los acueductos comunitarios a 
través del manejo y gestión de las 
cuencas hidrográficas.

c)	 Fortalecer la capacidad de los acue-
ductos comunitarios para proveer 
agua a sus asociados.

d)	 Adoptar un modelo regulatorio y 
de control adecuado para la gestión 
comunitaria del agua (Red Nacio-
nal de Acueductos Comunitarios, 
2023).
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Espacios de participación 
en la construcción del Plan 
Nacional de Desarrollo

Durante la construcción del Plan Nacional 
de Desarrollo, el gobierno nacional y sus 
instituciones convocaron a diversos es-
pacios de participación ciudadana. La Red 
Nacional participó fundamentalmente en 
tres escenarios:

a)	 Encuentros comunitarios regiona-
les: Estos fueron realizados por el 
Ministerio de Vivienda Ciudad y 
Territorio. La concertación sobre 
su metodología y términos temáti-
cos se dio en la Mesa de Interlocu-
ción con el Viceministerio de Agua 
y Saneamiento Básico.

b)	 Mesa de trabajo con la Superinten-
dencia de Servicios Públicos en no-
viembre de 2022.

c)	 Diálogos regionales vinculantes 
convocados por el Departamento 
Nacional de Planeación.

Los encuentros comunitarios regionales 
se realizaron en las ciudades de Medellín, 
Cali y Santa Marta en noviembre de 2022. 
En este escenario, la Red tuvo una amplia 
participación, principalmente en Medellín 
y Cali. 

En presencia de la entonces ministra se 
reiteró en que la Gestión Comunitaria del 
Agua debe distinguirse de aquella que se 
hace con visión empresarial y, en palabras 
de Lucía Galvis, integrante de la Asocia-
ción Departamental de Acueductos Co-
munitarios de Antioquia, proceso regional 
vinculado a la Red Nacional, se debe enfa-
tizar en que el agua es un disfrute y debe 
garantizarse en los municipios y en la rura-

lidad, entendiéndola como un bien común.
Asimismo, en estos espacios se insistió en 
que las entidades como las corporaciones 
autónomas regionales no exigieran tantos 
trámites frente a las concesiones de agua, 
dado que la exigencia de los requisitos 
afecta la economía y permanencia de las 
organizaciones comunitarias. 

Por otra parte, un tema que se abordó fue 
el de los planes departamentales de agua, 
debido a que la información es de difí-
cil acceso y se indicó que son programas 
en los que no se ven reflejados los acue-
ductos comunitarios, dado que su lógica 
empresarial y de privatización los afecta 
como organización.

Sigifredo Toro, vocero de la Red Nacional 
e integrante de la Federación de Organi-
zaciones Comunitarias Prestadoras de 
Servicios Públicos Domiciliarios del Valle 
del Cauca (Fecoser), detalla que la Red 
Nacional preparó y acordó unas propues-
tas para llevar a estos espacios de partici-
pación. 

La unificación del discurso permitió gene-
rar el eco que se propusieron. Por su par-
te, el papel de la consultiva jurídica de la 
Red fue importante para poder consolidar 
la propuesta, ya que la elaboración del do-
cumento base dio lugar a las intervencio-
nes que se darían por igual en cada región.
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El resultado de la 
participación de la Red 
en los encuentros y en la 
Mesa de interlocución fue 
la inclusión de dos artículos 
en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2024. Uno 
de ellos fue el artículo N.º 
274 “Gestión Comunitaria y 
Saneamiento Básico”:

Artículo 274. La política de gestión comu-
nitaria del agua y el saneamiento básico 
deberá incluir, entre otros, los siguientes 
lineamientos necesarios para promover y 
fortalecer las dinámicas organizativas al-
rededor del agua y el saneamiento básico:

1. Las comunidades organizadas, no 
estarán sujetas a la inscripción y trá-
mites ante las cámaras de comercio de 
que trata el Decreto 427 de 1996, o la 
norma que la modifique o sustituya, y 
serán consideradas entidades no con-
tribuyentes del impuesto sobre la ren-
ta y complementarios, en los términos 
del artículo 23 del Estatuto Tributario. 
El Gobierno Nacional reglamentará 
los criterios diferenciales que deter-
minen los gestores comunitarios be-
neficiarios de la medida.

2. Para efectos del cobro de la tarifa 
del servicio de energía eléctrica, los 
inmuebles destinados a la operación 
de los sistemas de acueducto y alcan-
tarillado por parte de estos gestores 
comunitarios que ofrecen sus servi-
cios en área rural o urbana no serán 
sujeto de contribución, recibiendo el 
mismo tratamiento que los inmuebles 
residenciales estrato 4 o su equivalen-

te. El Gobierno Nacional reglamen-
tará los criterios diferenciales para 
determinar los gestores comunitarios 
beneficiarios de la medida.

3. Para garantizar la sostenibilidad de 
los gestores comunitarios del agua y 
el saneamiento básico, el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, de 
acuerdo a la disponibilidad del Mar-
co de Gasto de Mediano Plazo, podrá 
otorgar un subsidio a la tarifa de los 
usuarios de los pequeños prestadores 
que no reciben subsidios por parte de 
los municipios o distritos y se diseñará 
un mecanismo especial de apoyo para 
la inversión y sostenibilidad de los sis-
temas de aprovisionamiento.

4. Las comunidades organizadas que 
requieran consumos de agua con cau-
dales inferiores a 1,0 litros por segun-
do (lps), no requerirán concesión de 
aguas; sin embargo, deberán inscri-
birse en el Registro de Usuarios del 
Recurso Hídrico. Para esta excepción, 
se deben cumplir las siguientes con-
diciones: El uso del agua será exclu-
sivamente para consumo humano en 
comunidades organizadas localizadas 
en el área urbana y, en el caso de las 
ubicadas en área rural, el uso será ex-
clusivo para la subsistencia de la fami-
lia rural, siempre y cuando la fuente de 
abastecimiento no se encuentre de-
clarada en agotamiento o en proceso 
de reglamentación. Las comunidades 
organizadas que requieran consumos 
de agua para uso doméstico con cau-
dales entre 1,0 lps y 4,0 lps, no reque-
rirán presentar el Programa de Uso 
Eficiente y Ahorro del Agua (PUEAA), 
como tampoco la autorización sanita-
ria como prerrequisito para el otorga-
miento de la respectiva concesión.
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5. Los proyectos de reúso de aguas 
provenientes de sistemas de trata-
miento de aguas residuales domésti-
cas que cumplan con los criterios de 
calidad vigentes para el uso en activi-
dades agrícolas e industriales, no re-
querirán de concesión de aguas.

6. Los pueblos indígenas y las comu-
nidades negras, afrocolombianas, rai-
zales y palenqueras, sus instituciones 
de gobierno o aquellas que ellos creen 
para la gestión comunitaria del agua y 
el saneamiento básico serán suscepti-
bles de los mismos beneficios estable-
cidos para las comunidades organiza-
das en el presente artículo.

Este artículo es fundamental porque reco-
gió en gran parte los planteamientos que 
se hicieron desde la Red y así se pudo re-
flejar el trabajo conjunto con el Ministerio 
de Vivienda, lo que significó también un 
avance hacia el reconocimiento institu-
cional de la gestión comunitaria del agua 
y la aplicación de ciertos beneficios, como 
la reducción de requisitos para la solicitud 
de concesiones de agua y la inscripción o 
trámites ante la Cámara de Comercio.

Así, el Departamento Nacional de Planea-
ción (2023, p. 229), indica que 

se avanzará en la construcción de una 
política pública para gestión comuni-
taria del agua y saneamiento básico, 
incluyendo los lineamientos para pro-
mover los procesos organizativos. Se 
facilitarán los trámites prediales, de 
servidumbres y ambientales que re-
sulten desproporcionados a la gestión 
comunitaria. Se llevarán a cabo las 
reformas normativas necesarias para 
levantar las barreras de entrada que 
impiden la formalización y funciona-
miento de las organizaciones comuni-
tarias. 
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Igualmente, señala que fortalecerá la ges-
tión de información y la extinción de obli-
gación con la nación.

Otro de los logros alcanzados en este Plan 
Nacional de Desarrollo es el artículo 100, 
que trata de la contratación y compras 
públicas mediante asociaciones públicas 
populares.

¿Qué ha pasado con 
la aplicación del Plan 
Nacional de Desarrollo?

Si bien lo anterior representó un avance 
que refleja el trabajo institucional y la inci-
dencia de la Red Nacional, el panorama no 
es muy alentador debido a que las dinámi-
cas estatales evidencian una desarticula-
ción institucional, es decir, no hay criterios 
unificados respecto a qué se entiende por 
Gestión Comunitaria del Agua y esto ha 
tenido varias repercusiones. 

Se impulsa una nueva relación entre muni-
cipios y comunidades organizadas lo que 
podría enmarcarse en lo que por años se 
han denominado acuerdos público-comu-
nitarios, como forma de fortalecer las re-
laciones entre las instituciones del Estado 
y las comunidades.

Por ejemplo, una de ellas es que las cor-
poraciones autónomas regionales no dan 
trámite a la exención de las concesiones 
de agua para organizaciones que capten 
menos de un litro por segundo, argumen-
tando que el Ministerio de Ambiente no 
ha dado unos lineamientos claros para la 
aplicación del artículo 271 de la Ley del 
Plan Nacional de Desarrollo.
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Ha sido notoria la reticencia que ha mos-
trado este Ministerio, lo que a su vez re-
sulta como una sorpresa, teniendo en 
cuenta que definir la Gestión Comunitaria 
del Agua del agua en marcos normativos 
es una labor que se viene realizando des-
de hace mucho tiempo, esto demuestra 
una descontextualización de las institu-
ciones o funcionarios públicos de lo que 
significa esta gestión para Colombia.

Sigifredo Toro y Lucía Galvis como líde-
res de procesos regionales, también se 
han sorprendido por las dificultades ins-
titucionales que se dan y la demora en su 
aplicación, teniendo en cuenta que al go-
bierno actual le queda menos de la mitad 
de tiempo, lo que podría tener como con-
secuencia que estos artículos se queden 
sin reglamentación. Lucía resalta que es 
notoria la dificultad que tienen las insti-
tuciones, que ni siquiera ejercen sus fun-
ciones. Un ejemplo de ello es el actuar de 
las corporaciones autonomías regionales, 
quienes en su autonomía pueden aplicar la 
norma y ser más flexibles en unos munici-
pios que en otros.

Pese a las dificultades que se han presen-
tado, sí puede considerarse un avance 
fundamental el hecho de que en el Plan 
Nacional de Desarrollo aparezca explícita-
mente la “Gestión Comunitaria del Agua” 
dado que esto brinda orientaciones a las 
y los operadores jurídicos como a funcio-
narios y funcionarias del gobierno, que si 
bien hasta ahora no ha sido la ideal, pue-
de ir enmarcando su connotación jurídica, 
aunque a esto le quede un largo camino ya 
que algunas veces se recae en la descon-
textualización de quienes se encargan de 
aplicar las normas.

Por su parte, el proceso de formulación 
de la política pública de la gestión comu-
nitaria del agua a cargo del Viceministerio 
de Agua Potable y Saneamiento Básico ha 
sido lento y se espera contar con una pro-

puesta concertada y finalizada para el pri-
mer semestre de 2025. Según lo anterior, 
a grandes rasgos, la aplicación de los artí-
culos del Plan Nacional de Desarrollo se 
ha visto obstaculizada por distintas cau-
sas, razón por la cual la Red Nacional ha 
insistido la importancia de la aplicación y 
regulación del Plan Nacional de Desarro-
llo frente a las instituciones y en los espa-
cios de interlocución en los que participa.

3. Interlocución con 
otras instituciones 
y otras acciones de 
incidencia

La Mesa ha sido un espacio para aumen-
tar la capacidad de incidencia de la Red y 
desarrollar relaciones bilaterales con ins-
tituciones vinculadas al sector de agua y 
saneamiento básico como la Comisión de 
Agua Potable y Saneamiento Básico, la 
Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios y la Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales.

Superintendencia de 
Servicios Públicos 
Domiciliarios

En el 2022, se instalaron diálogos con esta 
institución para generar respuestas para 
los elementos de la vigilancia diferencial 
para la zona rural. Esto se desarrolló en 
encuentros en los que participaron en re-
presentación de la Red Nacional los pro-
cesos regionales de la Red de Acueductos 
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Comunitarios de Boyacá, la Red Aguas 
para la Vida de Santander y el proceso 
articulado de acueductos comunitarios 
Meta, Guaviare y Casanare. 

Aunque en un primer momento estos en-
cuentros tenían como propósito recoger 
las percepciones de los acueductos comu-
nitarios, las redes regionales presentes 
se enfocaron en que estos encuentros no 
quedaran aislados, pues en la relación con 
este tipo de entidades existe la experien-
cia que algunas veces se realizan talleres 
y, posteriormente, no se dan a conocer los 
resultados ni los insumos que quedan de 
estos.

En este sentido, se optó por proponer un 
diálogo permanente con la entidad a tra-
vés de la instalación de una mesa. La Su-
perintendencia aceptó la propuesta y en 
el Comité de Enlace de la Red Nacional se 
eligieron las vocerías para participar en los 
encuentros, entre las que se encontraban 
compañeras administradoras de acueduc-
tos comunitarios e ingenieras sanitarias, 
quienes entendían con mayor profundi-
dad los temas técnicos y los instrumentos 
que se trataron en la agenda.

Los diálogos con esta institución se basa-
ron en buscar beneficiar a las comunida-
des organizadas con el proceso de hacer 
una modificación del Registro Único de 
Prestadores de Servicios Públicos (RUPS) 
y el Registro Único de Usuarios. La perio-
dicidad de las reuniones y los acuerdos 
metodológicos dieron como resultado la 
modificación de los formularios de los re-
gistros mencionados, en donde se simplifi-
caron los requisitos. 

Aunque se presentaron dificultades en su 
aplicación y comunicación, en términos 
generales, sí fue un avance lograr acuer-
dos con la entidad que beneficiaran a las 
comunidades. Asimismo, en estos espa-
cios se reiteró en la necesidad de cambiar 

la perspectiva sobre la Gestión Comuni-
taria del Agua basada en sus debilidades 
y siendo solo comparada con parámetros 
empresariales, así como en la importancia 
de tener presente las particularidades, 
fortalezas y potencialidades de los acue-
ductos comunitarios en el momento de 
la construcción y modificación de instru-
mentos y formularios vinculados al que-
hacer de la Superintendencia.

En esta Mesa, se plantearon las dificulta-
des de las comunidades organizadas fren-
te al acceso a la información y su uso. Se 
expresaron las dificultades de acceso a los 
sistemas y plataformas de información de 
la Superintendencia, y la entidad acordó 
que es necesario facilitar el acceso a la in-
terfaz y los dispositivos desde los que se 
podría acceder. No obstante, aún falta que 
la entidad desarrolle estos acuerdos.

Con la Superintendencia también se ha 
mantenido una conversación sobre lo que 
significa el sistema de vigilancia y control 
en el enfoque actual de la Ley 142 de 
1994, en proceso de reforma, y las razo-
nes por las cuales en la “Ley propia” para la 
gestión comunitaria del agua se incluye un 
sistema de vigilancia diferencial, basado 
en el reconocimiento al modelo de gestión 
comunitaria del agua, el cual priorice el 
mejoramiento y el fortalecimiento de las 
organizaciones, y no la sanción y el castigo.

Comisión de Regulación 
de Agua Potable y 
Saneamiento Básico

Finalizando el año 2020, esta entidad 
inició el estudio sobre “Identificación de 
barreras para la adopción del marco tari-
fario de pequeños prestadores en zonas 
rurales”. Este estudio surge porque las re-
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gulaciones de la Comisión para pequeños 
prestadores no estaban siendo acogidas 
en muchos territorios, en particular en las 
zonas rurales; y para ella una de las razo-
nes principales de esto es la falta de comu-
nicación entre lo que la entidad hace y lo 
que los territorios entienden, necesitan y 
desean. Para responder a estos dos asun-
tos problemáticos, crean la propuesta de 
realizar un estudio al respecto.

A través de la Mesa de Gestión Comuni-
taria del Agua, la Comisión identifica a la 
Red Nacional como un interlocutor propi-
cio para impulsar y apoyar la realización de 
esta propuesta. La Red acepta participar 
con el objetivo de incidir para acordar for-
mas de regulación estatal que garanticen 
la autonomía y el respeto de nuestros me-
canismos propios de toma de decisiones, 
como lo son las tarifas o cuotas familiares. 
Por eso la Red acepta bajo compromisos 
éticos y metodológicos claros que garan-
ticen el acceso a la información, la protec-
ción de los datos, la participación activa en 
todas las fases y la independencia de las 
organizaciones comunitarias participan-
tes.

Finalmente se participó en dos instrumen-
tos: una encuesta y unos talleres prácti-
cos. La encuesta fue diseñada por la CRA 
y en ella se acogieron los ajustes y comple-
mentos propuestos por la Red Nacional. 
El diligenciamiento de la encuesta fue de 
manera virtual y se promovió su resolu-
ción entre los procesos regionales. En la 
segunda etapa el objetivo fue el desarrollo 
de unos talleres prácticos por regiones. En 
cada taller se hizo un ejercicio práctico por 
casos, en los que se aplicaba la metodolo-
gía que creó la Comisión para los peque-
ños prestadores. 

En estos espacios también se procuró evi-
denciar las formas propias que tienen los 
acueductos comunitarios para establecer 
los aportes y cuotas. De este proceso, 

hubo una socialización de los primeros ha-
llazgos, sin embargo, a la fecha, no se han 
concretado modificaciones en este senti-
do a la metodología tarifaria establecida 
por la CRA.

Posteriormente, finalizando el 2023, otro 
asunto tratado fue el formato de contra-
to de condiciones uniformes, en donde 
también se propuso una mirada diferen-
cial para los acueductos comunitarios. Así 
mismo, la Red participó en los “diálogos 
genuinos” convocados por la entidad y en-
marcó su intervención en torno al proyec-
to de ley para la gestión comunitaria del 
agua y las posibilidades de una defensa y 
fortalecimiento de la gestión comunitaria 
del agua desde proyectos normativos para 
pequeños prestadores de acueducto y al-
cantarillado.

En el 2024, la Red participó en el en-
cuentro “El agua como bien común” en la 
ciudad de Santa Marta, convocado por la 
CRA en el marco de las acciones previas a 
la COP16 sobre biodiversidad, que se rea-
lizó en Cali, Colombia. La Red se suscribió 
el Mandato por el Agua entre las organi-
zaciones asistentes y se participó durante 
la COP en el evento de presentación del 
mandato. 

Sin embargo, a la fecha esta interlocución 
no ha contado con un compromiso decidi-
do por parte de la entidad y, por ende, no 
se ha garantizado una regularidad o siste-
maticidad suficiente que garantice un diá-
logo permanente, por lo que las propues-
tas realizadas se han trabajado poco.
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Departamento de 
Impuestos y Aduanas 
Nacionales

La interlocución con la DIAN tiene como 
finalidad presentar propuestas en rela-
ción con las obligaciones tributarias a car-
go de las comunidades gestoras del agua. 

En el 2024, se elaboró un derecho de pe-
tición solicitándole a la DIAN información 
sobre su interpretación y la aplicación de 
lo planteado por el artículo 274 de la Ley 
2294 de 2023 (PND), puntualmente el 
apartado que versa que las comunidades 
organizadas no serán consideradas con-
tribuyentes al impuesto sobre renta y 
complementarios. No se obtuvo una res-
puesta satisfactoria al respecto y aún es-
tán por identificarse y crearse los espacios 
y acciones para continuar con la exigencia 
de la aplicación de este beneficio.

Asimismo, en este mismo año, el diálogo 
se centró en el requisito de la facturación 
electrónica, una normativa que se preten-
día aplicar sin criterios diferenciales para 
las comunidades organizadas. La Mesa 
de Interlocución con el Viceministerio de 
Agua Potable fue un escenario propicio 
para lograr espacios de participación y 
concertación directa con la DIAN. 

Se elaboraron derechos de petición, se 
participó en los procesos de consulta ciu-
dadana en relación a los proyectos de re-
solución sobre facturación electrónica, se 
realizaron reuniones con funcionarios y 
funcionarias de la DIAN al respecto. Tam-
bién, la relación creada por la Red Nacio-
nal con la CRA permitió que se insistiera 
en la necesidad de aplicar un criterio dife-
rencial para los acueductos comunitarios.

Finalmente, logramos 
que los acueductos 
comunitarios con menos 
de 2.500 suscriptores 
quedaran exceptuados de 
la expedición de factura 
electrónica o documento 
equivalente electrónico por 
estas operaciones. 

Esto se materializa en la Resolución 
00189 del 30 de octubre de 2024, emiti-
da por la DIAN, que modifica la Resolución 
000165 de 2023, del 1 de noviembre de 
2023. Es un logro muy significativo pues 
evita una carga más a las ya existentes 
para miles de organizaciones que median-
te la asociación solidaria de las vecinas y 
vecinos, garantizan el acceso y suministro 
de agua para consumo humano.

Un reconocimiento al modelo de Gestión 
Comunitaria del Agua y su gran aporte a 
nuestra sociedad cuando garantiza que las 
comunidades rurales y muchas comunida-
des urbano-populares accedan al agua, 
implicaría que ninguna organización tu-
viese que facturar. 

La Red considera que este es un avance 
muy importante y queda una lucha inmen-
sa para demostrar que este modelo de 
gestión no existe en ausencia del Estado, 
que las comunidades organizadas existen 
en sí mismas, que la Gestión Comunitaria 
del Agua es un modelo legítimo y propio 
de gestión solidaria y comunal que debe 
ser reconocido como tal.
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Rechazo público al 
proyecto de ley 210 de 
2021
Este proyecto cursó el trámite legislati-
vo en la Comisión Sexta de la Cámara de 
Representantes, y buscaba aumentar las 
facultades sancionatorias de la Superin-
tendencia de Servicios Públicos Domicilia-
rios. El mismo no desarrollaba un enfoque 
de derechos, contrario a ello se susten-
taba en un enfoque neoliberal y mercan-
tilista de la gestión del agua, en donde la 
intervención del Estado para garantizar 
el acceso al agua para los y las ciudadanas 
se limitaba al control, vigilancia y sanción 
de los prestadores, estableciendo nuevas 
multas junto a medidas como toma de po-
sesiones, destitución de administradores 
y juntas, acciones que van en contravía de 
las propuestas y avances normativos que 
se han obtenido en el marco de la Mesa de 
Interlocución, y representaban una ame-
naza directa a la gestión comunitaria del 
agua.

En este sentido, la Red Nacional participó 
en una audiencia pública de socialización 
del proyecto N.º 2010 de 2021, el cual 
buscaba aumentar las facultades sancio-
natorias de la SSPD. Luego se envió una 
carta a la Comisión Sexta de la Cámara 
de Representantes exponiendo nuestros 
argumentos y se publicó un comunicado 
alertando sobre este proyecto. Finalmen-
te, el proyecto fue archivado y no continuó 
su proceso legislativo.

Intervención ciudadana 
proceso de demanda 
de inconstitucionalidad 
contra el artículo 274 del 
PND
En el 2024, la Red Nacional identificó que 
se presentó una demanda de inconstitu-
cionalidad contra el artículo 274 del Plan 
Nacional de Desarrollo que reconoce la 
Gestión Comunitaria del Agua. 

En el auto admisorio de la Corte Constitu-
cional se pudo constatar que se desestima-
ron varios de los argumentos de la deman-
da y solo fue admitida en lo relacionado al 
numeral 1 del artículo, más exactamente, 
contra la expresión “y serán consideradas 
entidades no contribuyentes del impuesto 
sobre la renta y complementarios, en los 
términos del artículo 23 del Estatuto Tri-
butario”, por la presunta vulneración del 
artículo 7 de la Ley Orgánica 819 de 2003.

En el marco de la Mesa de Interlocución 
del Viceministerio de Agua y Saneamien-
to Básico, las vocerías de la Red Nacional 
y de Cocsascol, decidieron presentar una 
intervención ciudadana en conjunto, con 
el fin de que la Corte Constitucional salva-
guarde la constitucionalidad de la norma 
y así se siguiera avanzando en el recono-
cimiento de los acueductos comunitarios.
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4. Conclusiones 
generales

La Red tiene una forma 
organizativa que se ha 
ido fortaleciendo a través 
del tiempo. El proceso de 
participación e incidencia 
en el Plan Nacional 
de Desarrollo pone en 
evidencia su presencia y 
articulación nacional, pues 
en cada encuentro regional 
se participó con una 
propuesta consolidada.

 

La Red es una organización que funciona 
de manera rizomática y esto se ve refleja-
do exteriormente, aunque las comunida-
des organizadas tienen particularidades 
que las hacen únicas en cada territorio, 
a través del comité de enlace y la forma 
en que opera la misma Red, se ha podido 
llegar a consensos y a la consolidación de 
propuestas claras que son notorias al mo-
mento de interactuar o intervenir con las 
instituciones del Estado.

En este sentido, la Red tiene un nivel or-
ganizativo robusto que le ha permitido 
promover la creación y consolidación de 
espacios de interlocución con el Estado. 
Avanzar en el reconocimiento a la gestión 
comunitaria del agua solo se logra si hay 
lucha y propuesta, lo que la Red ha podido 
demostrar es que tiene lucha, protesta y 
propuesta.
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Este proceso se ha consolidado gracias a 
una resistencia creativa y argumentada, 
es decir una disciplina de estudio y trabajo 
que posee ya una especie de “intelectua-
lidad orgánica”, con gente comprometida 
puesto que se conforma con la experien-
cia de líderes y lideresas de las organiza-
ciones, personas de la academia y pro-
fesionales jurídicas. Gracias a procesos 
permanentes de diálogo e intercambios 
de saberes es que se ha logrado interpre-
tar la necesidad del acceso al agua y la re-
lación con sus usos y costumbres, con sus 
territorios y culturas, con las economías 
populares y campesinas.

La Red ha buscado las herramientas para 
incidir en los entornos jurídicos, lo que 
demuestra la capacidad de hacer litigio de 
alto impacto o litigio estratégico, ya que 
busca, desde una articulación, incidir en 
espacios para lograr avances en el reco-
nocimiento de la gestión comunitaria del 
agua mediante modificaciones normativas 
que beneficien a las comunidades ges-
toras del agua o el archivo de propuestas 
normativas que vulneren a las organiza-
ciones.

Aunque algunas veces dicha incidencia se 
ve obstaculizada por actuaciones propias 
del Estado, por ejemplo, Alexandra Gu-
tiérrez, asesora de la Red de Acueductos 
Comunitarios de Boyacá, considera que 
algunos obstáculos que se presentan se 
deben a que los funcionarios públicos que 
conforman los espacios de diálogo no tie-
nen poder decisorio y el constante cambio 
de los mismos puede desacelerar los pro-
cesos.

También es fundamental que las entida-
des cuenten con la voluntad política y la 
disposición al diálogo para este tipo de 
concertaciones. Otro aspecto que resalta 
la abogada Deissy Peña, es que puede ob-
servarse una asimetría en los escenarios 
de poder, en donde la Red logra incidir, 

pero muchas veces se ve sujeta a las di-
námicas que en estos espacios guardan, 
lo que puede obstaculizar los avances y la 
eficacia de la participación política que la 
Red ejerce. 

Un aprendizaje importante para mantener 
estos espacios de diálogos directos es que 
no se puede bajar la guardia y debe ga-
rantizarse una constancia para lograr los 
objetivos políticos. Esta persistencia del 
trabajo de la Red en sus propósitos, la ha 
llevado a consolidarse como el movimien-
to que es hoy, y debe ser persistente para 
que las instituciones del Estado garanti-
cen y reconozcan y respeten los espacios 
de concertación y diálogo y el trabajo de 
las organizaciones comunitarias articula-
das.

La perseverancia y 
aprendizaje de cada 
uno de sus procesos 
ha fortalecido la Red, 
puesto que se generan 
acuerdos, respaldos 
y acciones conjuntas 
que sientan posiciones 
desde las comunidades y 
establecen posturas como 
reflejo de su papel como 
interlocutoras en procesos 
locales, regionales e 
internacionales; es decir, un 
trabajo político encaminado 
a la búsqueda de justicia 
ambiental y paz territorial, 
teniendo como fundamento 
el agua como bien común.
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Se reconoce la fuerza y el papel de quie-
nes conforman la Red, una significativa y 
creativa articulación entre las comunida-
des organizadas, las organizaciones am-
bientalistas, la universidad pública. Este 
trabajo no es solamente una resistencia 
de protesta, sino que también va más allá 
y logra actuar en el territorio, desde lo ju-
rídico, político y comunicativo. 

Es un trabajo de largo aliento, es una labor 
que se ejerce continuamente y que, pese 
a las dificultades que estos procesos de 
concertación siempre traen, es un trabajo 
sólido que legitima a la Red como vocera 
de las comunidades gestoras del agua en 
el país. Finalmente, esta estrategia de inci-
dencia de la Red, diversa, permanente y en 
simultánea con distintos actores, marca el 
horizonte común y su apuesta por el reco-
nocimiento y la garantía de los derechos a 
la Gestión Comunitaria del Agua.
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